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Organizaciones sociales y conflictos 
socioambientales por la tala ilegal en 
el Parque Nacional Yasuní

Ivanova Monteros A.*

Introducción

La deforestación en la Amazonía ecuatoriana ha sido históricamente va-
lidada por estrategias del Estado ecuatoriano orientadas a impulsar los 
procesos de extracción de recursos naturales, colonización y desarrollo de 
nueva infraestructura, generando preocupación en diversos actores de la 
sociedad civil debido al impacto ecológico que dicha actividad causa en 
el entorno, colocando en situación de riesgo a especies de flora y fauna 
con secuelas de orden social y económico para sus habitantes; más aún 
cuando la explotación de los recursos forestales se ha venido realizando 
en territorios protegidos o sus áreas de influencia, desencadenando fenó-
menos socioeconómicos con implicaciones culturales, políticas y jurídicas 
que trascienden el debate ético-científico de las implicaciones medioam-
bientales. Dichos fenómenos han dado paso a importantes conflictos que 
contraponen a sectores de la producción con círculos conservacionistas e 
involucran a la comunidad, al Estado y a organizaciones no gubernamen-
tales vinculadas al diseño y aplicación de las políticas públicas relaciona-
das con la extracción de recursos y la protección ambiental. El presente 
artículo explora la situación de la tala ilegal en la Amazonía ecuatoriana, 
específicamente en la provincia de Orellana y particularmente en el Parque 

*	 Magister en Ciencias Sociales con mención en Estudios Socioambientales, FLACSO-Ecuador.
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Nacional Yasuní, en cuya superficie de 9 820 kilómetros cuadrados coexis-
ten tanto la obligatoriedad legal de proteger el entorno y sus recursos como 
una importante actividad petrolera y maderera.

Surgen varias interrogantes respecto a las dinámicas de uso y manejo 
del territorio del parque en relación con el aprovechamiento de sus recur-
sos forestales, el destino comercial de éstos y los reales beneficiarios de este 
negocio; así como también respecto a la posición de las comunidades afin-
cadas en él y a la intervención de los organismos reguladores de esta activi-
dad. El intentar dar respuesta a las mismas implica ya una aproximación a 
la problemática existente, pues se describe a los actores del conflicto creado 
por la tala ilegal al interior del parque, su interacción y la incidencia de sus 
acciones en la gobernanza ambiental de la zona, con el objetivo de iden-
tificar las particularidades que presenta la interacción entre gobernantes 
y gobernados, lo que a su vez permite inmiscuirse en el complejo sistema 
de interacciones entre lo público y lo privado, entendidos en la diversidad 
como las diferencias entre las entidades o actores, la complejidad en la ar-
quitectura de las relaciones, del sistema, de las partes, del entorno, de la 
estructura de las interacciones y el dinamismo de las tensiones, problemas 
u oportunidades en la interacción (Kooiman, 2004). Por su naturaleza, 
este conflicto atañe a la accesibilidad, disponibilidad y calidad de los re-
cursos naturales, considerando las demandas de la sociedad en su interés 
por suplir la escasez de medios de subsistencia y acceder tanto al aprove-
chamiento como a la conservación de los recursos naturales (Guerrero, 
1999), escasez parcialmente endosable a la calidad de la atención estatal o 
a la ausencia de políticas públicas adecuadas. 

Se espera un equilibrio entre las demandas sociales y las respuestas plan-
teadas por el Estado, sin embargo la visión de la gobernanza como solución 
a los problemas y la creación de oportunidades se vería empañada por fallas 
en la interacción a causa de las demandas insatisfechas, cayendo en una 
crisis de gobernabilidad (Camou, 2001). La tala ilegal permite analizar la 
posibilidad de que exista un desbalance entre las demandas de la sociedad 
y la capacidad de respuesta del Estado, así como también conocer la ma-
nera en que los conflictos e intereses diversos pueden ser tratados a través 
de la cooperación entre las comunidades a nivel local y entre los gobiernos 
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e instituciones de la sociedad civil, priorizando no sólo las acciones del 
Gobierno sino el equilibrio dinámico entre demandas y respuestas, en-
marcado en las tres dimensiones importantes del proceso de gobierno pro-
puesto por Camou, como son legitimidad en la connotación de un buen 
gobierno, eficacia en el cumplimiento de sus mandatos y estabilidad en un 
proceso institucional cambiante. En este contexto surge la discusión sobre 
la necesidad de nuevas iniciativas de interacción entre Estado, mercado y 
sociedad civil, sobrepasando las fronteras de lo social y lo político en la im-
plicancia de la gobernanza (Kooiman, 2004) y cuál es la incidencia de las 
organizaciones sociales, cuya legitimidad ante el Estado y la sociedad a la 
que representan debe construirse a partir de sus acciones, en la resolución 
del conflicto socioambiental originado por la extracción ilegal de madera 
en el parque Yasuní y su área de influencia.

En la ciudad de Orellana (Coca) hacen presencia importantes orga-
nizaciones no gubernamentales de perfil ambientalista, como Wildlife 
Conservation Society (WCS) y Solidaridad Internacional (SI), sin ser las 
únicas que buscan legitimar su participación en temas de apoyo a la comu-
nidad y labor conservacionista en la provincia de Orellana. Generalmente 
en su actuar estas organizaciones participan en proyectos conjuntos con 
entidades de los gobiernos cantonal, provincial y nacional, como se verá 
más adelante. Por otra parte, los pueblos indígenas de la zona reconocen 
sus derechos para con sus tierras ancestrales y el acceso a sus recursos, de 
manera que este trabajo examina la dinámica de su interacción en el con-
texto de la gobernanza. Aunque las comunidades kichwa, shuar, waorani 
y los pueblos no contactados tagaeri y taromenani habitan este territorio, 
algunas publicaciones atribuyen una mayor participación en el conflicto 
por la explotación maderera a algunos miembros de la comunidad waora-
ni involucrados con su comercialización, particular corroborado mediante 
entrevistas realizadas en el transcurso de la investigación (Entrevista reali-
zada a IY2, IY8, 2009).

Con la finalidad de advertir la participación de la sociedad civil en las 
políticas públicas relacionadas con la tala ilegal en zonas protegidas, se 
debe considerar la premisa hipotética de identificar a una sociedad civil 
preocupada por el actuar colectivo para la toma de decisiones en el ámbito 
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público, en defensa de los derechos individuales, políticos, sociales y en 
este caso ambientales; así como también empeñada en la creación de espa-
cios y redes comunicacionales que permitan la discusión a escala nacional 
e internacional, fortaleciendo las interacciones y participación ciudadana 
(Pacheco, 2006; Habermas, 2001; Cohen y Arato, 1999). La sociedad civil 
debe responder claramente a los procesos históricos, culturales y económi-
cos que la rodean, pero la injerencia de una multiplicidad de actores en 
el parque Yasuní, con sus propias acepciones frente a la realidad de la tala 
ilegal en éste, podría derivar en una sociedad civil heterogénea y fragmen-
tada, lo cual conlleva un riesgo en la arrogación de responsabilidades y falta 
de representatividad en la toma de decisiones, excluyendo o ignorando 
aquellas voces a ser escuchadas al momento de incidir positivamente en el 
sistema de gobernanza ambiental, de involucrar a los diferentes actores de 
un conflicto en dicha gobernanza, de distinguir los ámbitos de confronta-
ción o identificar soluciones para establecer las pautas de interacción entre 
los involucrados (Panfichi, 2002).

Así, este artículo expone los alcances y limitaciones en el manejo del 
Parque Nacional Yasuní, la problemática de su conservación, el desafío por 
integrar la actividad económica con la preservación ambiental, las necesi-
dades de los grupos sociales y las acciones que la sociedad civil ha empren-
dido en su intento de superar los conflictos y generar un eficiente sistema 
de gobernanza adecuado a la compleja realidad de la gestión integral en el 
área del parque.

La tala, consecuencia de un proceso histórico

A partir de los años setenta, la importancia económica de la actividad hi-
drocarburífera dio paso a procesos de deforestación en la zona a causa de 
la apertura de carreteras, la construcción de helipuertos, plataformas de 
extracción y piscinas de producción, generando contaminación a gran es-
cala y un proceso de colonización masiva en toda la región amazónica 
(Narváez, 2000: 29-43). Sólo en el período 1970-1997 la deforestación 
por la prospección sísmica de Texaco y por la construcción de carreteras 
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ascendió a 1 230 900 hectáreas (Falconí, 2002). Al margen de las medidas 
adoptadas para regular la explotación forestal en la provincia de Orellana, 
para el año 2007 la deforestación acumulada en los diez años precedentes 
alcanzó ya el 8,2% de la superficie provincial (Entrevista realizada a IY1, 
2009). En definitiva el auge de la actividad petrolera en la Amazonía ha 
ocasionado un declive acelerado de la cobertura vegetal y de las condi-
ciones medioambientales en general, además de conflictos de interés por 
las prebendas otorgadas por las petroleras a las comunidades indígenas a 
cambio de su silencio, invisibilizado la problemática. 

En 1976 en el Ecuador se estableció un sistema de manejo territorial 
que debía enfatizar la conservación medioambiental a través del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas y la Ley Forestal, con el fin de garantizar la 
protección de la diversidad biológica, la oferta de bienes y servicios am-
bientales y mejorar la calidad de vida de quienes habitan en las zonas de 
influencia de las áreas protegidas. La creación del Parque Nacional Yasuní1 
en 1979 fue una alternativa para atenuar los daños ambientales causados 
por la extracción de petróleo en el nororiente ecuatoriano, sin embargo, 
la prospección y explotación hidrocarburífera desde entonces ha ganado 
territorio. Alrededor de 800 000 hectáreas del parque se han concesionado 
a empresas petroleras en detrimento de los derechos de las comunidades 
locales y de las políticas de conservación de áreas protegidas (Fontaine y 
Narváez, 2007).

1	 En 1989 el PNY, sus límites externos y el territorio del pueblo waorani en conjunto fueron decla-
rados Reserva de Biosfera por la UNESCO.
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La gestión del PNY ha pasado por diferentes momentos marcados por la 
participación indígena y la organización territorial. Han intervenido en ella 
organismos como el Instituto Ecuatoriano Forestal y de Áreas Naturales y 
Vida Silvestre (INEFAN), la Federación de Comunas Unión de Nativos de 
la Amazonía Ecuatoriana (FCUNAE)2, la Organización de la Nacionali-
dad Waorani del Ecuador (ONAHE)3 y el ahora Ministerio del Ambiente. 
Además influyen en su gestión organizaciones como el Fondo Ecuatoria-
no Populorum Progressio (FEPP), Wildlife Conservation Society (WCS), 
ECOCIENCIA, PNUD e instituciones nacionales de educación superior 
con sus estaciones científicas al interior del parque que han aportado en 
el levantamiento de información, en la elaboración de planes de manejo 
propios, en la delimitación de territorios, en el financiamiento y entrega 
de fondos, en la formulación de proyectos sustentables y en la capacitación 
de las comunidades indígenas de la zona con objetivos conservacionistas. 
Sin embargo, la falta de coordinación interinstitucional ha limitado la ar-
ticulación de un plan de manejo común que optimice la gestión del PNY 
y que permita su intangibilidad ecológica. Al respecto la conceptualización 
de Kooiman sobre la diversidad de estos actores, la complejidad estructural 
de sus interrelaciones en este marco de diversidad y el dinamismo con el 
que estas interrelaciones discurren para generar acuerdos y oportunidades 
describe la dificultad de los procesos de interacción entre gobiernos nacio-
nal y locales, comunidades indígenas, organizaciones no gubernamentales 
y demás instituciones vinculadas al manejo del parque (Kooiman, 2004).

Aunque no se conoce la verdadera dimensión del fenómeno de defores-
tación en la zona del PNY, la información proporcionada por Solidaridad 
Internacional sobre la disminución de la cobertura vegetal en la provincia 
de Orellana que, como se acotó previamente, está en el orden del 8,2% 
de la superficie provincial (2007) hace suponer un importante aprovecha-
miento forestal en el parque y su área de amortiguamiento, debido a que 
especies maderables apetecidas como el cedro y la caoba prácticamente ya 
no se encuentran fuera del área protegida. Tampoco hay un inventario fo-

2	 Ahora FCKUNAE, Federación de Comunas Kichwas Unión de Nativos Amazonía Ecuatoriana.
3	 Ahora NAWE, Nacionalidad Waorani del Ecuador.
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restal a nivel nacional con cifras oficiales sobre tala ilegal. El último estudio 
realizado por el Centro de Levantamientos Integrados de Recursos Natu-
rales por Sensores Remotos (CLIRSEN) corresponde al período de 1991 
al 2000, y muestra que en promedio se deforestaban 198 000 hectáreas de 
bosques por año en todo el país, siendo el 40% de la madera extraída pro-
veniente de la Amazonía ecuatoriana, que en la actualidad se ha convertido 
en un destino atractivo para la explotación ilegal de maderas finas como 
una actividad económicamente rentable. Para el caso del PNY, la made-
ra es sacada desde la zona intangible4 por pequeños madereros (colonos, 
indígenas, inmigrantes) que se introducen en la selva en busca de cedro 
principalmente. Los árboles convertidos en tablones se venden a interme-
diarios quienes los transportan por la vía Auca de manera ilegal, para luego 
negociarlos con centros de desarrollo artesanal, aserraderos y empresas ma-
dereras dentro y fuera del país5 (Aguirre, 2007: 55-59).

La tala ilegal en el Yasuní, ¿una actividad bajo control?

Algunas comunidades indígenas del área del PNY soportan el impacto de 
la actividad petrolera, la desatención gubernamental y la tala ilegal de sus 
bosques por parte de madereros informales que irrumpen en su territorio. 
El tráfico ilícito de maderas finas, como el cedro y la caoba, provenientes 
del parque involucra a numerosas personas: colonos asentados en las inme-
diaciones, miembros de comunidades indígenas e intermediarios, siendo 
estos últimos quienes impulsan esta actividad lucrando con ella, ya que 
perciben hasta treinta veces más utilidad que las comunidades que ceden 
su aprovechamiento. 

4	 El 2 de febrero de 1999 se promulgó el Decreto Ejecutivo 552 para la creación de la Zona Intan-
gible con el fin de proteger a los pueblos waorani y a los grupos en aislamiento voluntario tagaeri-
taromenani. Incluye aproximadamente una extensión de 950 mil hectáreas de bosque tropical 
en el que se prohíbe, a perpetuidad, cualquier explotación hidrocarburífera, maderera, turística 
y minera. Su delimitación ha cambiado constantemente en función de intereses económicos y 
políticos en la zona. El 3 de enero de 2007 se firmó el Decreto Ejecutivo 2187 en el que se definen 
sus límites entre los ríos Nashiño al norte y Curaray al sur.

5	 En Colombia el valor por tablón de cedro puede llegar hasta treinta dólares la pieza, muy por 
encima de los ocho dólares que los comerciantes perciben por su venta en el Ecuador.
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El destino de este producto suele ser los mercados de Perú, Colombia, 
Nicaragua, Guatemala e inclusive los Estados Unidos. El negocio involu-
cra a una red de tráfico sumamente organizada; el contratista financia el 
proceso desde la compra de canoas, combustible, herramientas, salario y 
avituallamiento de la cuadrilla de obreros informales. Durante las fases de 
exploración y extracción los madereros tiran desperdicios, derraman aceite 
y combustible de sus motosierras y cazan animales silvestres para consu-
mir su carne o venderlos. En ocasiones inclusive se han enfrentado vio-
lentamente con miembros de las comunidades tagaeri y taromenani, con 
trágica pérdida de vidas humanas. Finalmente sorteando los peligros de la 
selva transportan las trozas de madera a los sitios ya establecidos clandes-
tinamente desde donde los intermediarios los trasladan a su destino final 
(Aguirre, 2007; Ecolex, 2003; Jatun Sacha, 2003). Las rutas usualmente 
utilizadas por los traficantes son la vía Auca, específicamente en la vía al 
Pindo, que es un ramal de la anterior; los ríos Tiwacuno y Tiputini, de la 
cuenca del río Napo; el Shiripuno y el Tiwino, afluentes del Cononaco y, 
en años recientes, la desembocadura del río Yasuní en Nuevo Rocafuerte 
(Entrevista realizada a IY2, 2009).

El Ministerio del Ambiente (MAE) y la Dirección Forestal en Quito 
no disponen de información real sobre la tala ilegal en el PNY, siéndoles 
este fenómeno más bien ajeno, por lo cual no han intervenido directa-
mente ante las denuncias al respecto, permitiendo que sean organismos 
locales los que se ocupen del tema. Personeros de Control Forestal y de 
la Asesoría Jurídica de la Dirección Forestal, instancias del MAE en la 
capital, aseguran que se mantiene una vigilancia forestal permanente en 
todos los sectores de preocupación en el país, incluido el Parque Nacional 
Yasuní, en el cual operan dos puestos de control (Cupi y Coca) que evitan 
el tráfico ilegal de madera. Sin embargo, reconocen que esta intervención 
puede limitarse, en muchos casos, únicamente a revisar las guías de movili-
zación respaldadas por las licencias de aprovechamiento forestal otorgadas 
por el MAE, documentos que podrían ser adulterados con facilidad para 
esconder la verdadera procedencia de la madera transportada (Entrevista 
realizada a IY2, 2009). Sostienen además que al detectarse incoherencias 
en dichas guías, sea porque los lugares de extracción en ellas indicados co-
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rresponden a zonas ya sobre explotadas o bien porque el cálculo de la edad 
de la madera transportada indica que se trata de árboles del interior del 
parque, el producto es decomisado y se quema, provocando la liberación 
de contaminantes a la atmósfera. En ocasiones se la dona o se la remata, 
cuando se trata de especies en veda, aunque los compradores suelen ser 
los mismos individuos a quienes se la decomisó, con lo cual se ‘legaliza’ la 
tala ilegal. Por otra parte, la vigilancia forestal y el control del tráfico de 
madera se ven limitados por la atmósfera de tensión que se vive en la zona, 
causada esencialmente por la presencia de grupos armados, por los conflic-
tos relacionados con la tenencia de tierras y por la expansión colonizadora 
vinculada al aprovechamiento de los recursos naturales. 

Si bien el programa de control forestal denominado vigilancia verde, 
financiado y desplegado por el MAE creó puestos de vigilancia con el apo-
yo de fuerza laboral de empresas petroleras, no todos fueron ubicados en 
lugares estratégicos, como sostienen sus funcionarios. Un miembro de la 
Unidad de Protección de Medio Ambiente (UPMA) de la Policía Nacional 
del Ecuador destacado en el puesto de Control Forestal de Vida Silvestre 
número cinco (El Coca), señaló que en sus dos años de existencia ha sido 
mínimo el número de decomisos de madera debido a la entrega de licencias 
y guías por parte del mismo MAE, situación que es, contradictoriamente, 
percibida como un logro de organización y coordinación por las autorida-
des de control (Entrevistas realizadas a IY1 e IY4, 2009). La falta de per-
sonal y equipos especializados de comunicación y logística imposibilitan 
un control efectivo del parque, que financieramente depende de los limi-
tados fondos provistos por el Ministerio del Ambiente, cuya subregional 
Sucumbíos-Orellana busca descentralizar los procesos administrativos y de 
gestión a fin de que los proyectos y recursos sean manejados regionalmente 
para fortalecer la gestión de este ente provincial (Entrevista realizada a IY2, 
2009). Funcionarios de este organismo sostienen que se ha controlado la 
tala de bosques en zonas prohibidas gracias a puestos de control integrados 
por funcionarios del MAE, militares y policías estratégicamente ubicados 
en la zona de los ríos Shiripuno y Tiwino, razón por la cual rechazan la 
existencia de un proceso de deforestación y de comercialización ilegal de 
este recurso (Entrevista realizada a IY3, 2009). 
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La acción de control del Ministerio del Ambiente antes descrita pretende 
evitar la tala ilegal al sur y al norte del parque, sin embargo esta actividad 
se mantiene en el sector del río Tiputini y en la vía de tráfico del río Yasuní, 
al este del parque. Esta institución estatal es la única legalmente habilitada 
para definir las políticas de intervención en el PNY, mismas que no han 
podido erradicar la actividad forestal ilegal, poniendo en entredicho el ba-
lance entre las demandas de la sociedad y la capacidad de respuesta del 
Gobierno ecuatoriano, lo que conlleva a una crisis de gobernabilidad que 
imposibilita la instauración de un contexto favorable para la resolución 
del conflicto. Sumado a ello, los actores relacionados en un afán de justifi-
car su participación mantienen algunos criterios taxativos y dinámicas de 
comportamiento propias que no han posibilitado una fluida interacción 
entre ellos. Así, la comunicación entre gobernantes y gobernados se ve 
fragmentada, sin visos de acoger la normativa o asumir la representatividad 
que permitirían la integración de la diversidad de actores. Personeros de la 
oficina del Plan de Medidas Cautelares para la Protección de los Pueblos 
Indígenas en Aislamiento Voluntario adscrito al MAE en Quito, recono-
cen que la labor de esta oficina de gobierno en el PNY no ha sido bien 
acogida por parte de miembros encargados localmente de la gestión del 
parque, ni por ciertos miembros de la comunidad waorani, quienes han ex-
presado su rechazo a la presencia del equipo de control policial-militar en 
la zona, corroborando la dificultad en los procesos de gestión del parque.

Las interacciones de los gobiernos locales y centrales

Tanto el Honorable Consejo Provincial de Orellana (HCPO) como el Go-
bierno Municipal de Orellana (GMO) han emprendido proyectos de refo-
restación para la producción forestal y agrícola en la zona, con el propósito 
de dar solución a la problemática de la falta de empleo y mejorar el ingreso 
económico de la sociedad en general, a la vez de proteger los recursos fo-
restales locales. El departamento forestal de la Dirección del Ambiente del 
HCPO se ha organizado en los últimos dos años para establecer alianzas 
con la comunidad a través de gobiernos y juntas parroquiales y así crear 
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consciencia en temas de conservación y reforestación. Para esto ha im-
pulsado proyectos de recuperación, preservación y producción de especies 
maderables y frutales en vivero, de manejo de bosques a través del apro-
vechamiento sustentable y de plantaciones forestales; este último quedó 
inconcluso debido a la falta de financiamiento. Actualmente está desarro-
llando un proyecto piloto llamado PAFSI (Programa de Aprovechamiento 
Forestal Simplificado) para el uso y aprovechamiento de los bosques de 
manera selectiva. Brinda también apoyo a los proyectos de Educación Am-
biental del MAE y de aprovisionamiento de plantas del Municipio. Trabaja 
además con la ONG Solidaridad Internacional especialmente en materia 
de investigación e inventarios forestales y con el Consejo de Reforestación 
en Loreto, Sacha y Orellana. Sus funcionarios sostienen que se han logra-
do acuerdos voluntarios con la comunidad para su participación en estos 
proyectos y que, si bien la tala y comercialización ilegal de madera es aún 
palpable en la provincia, no se dispone de información estadística sobre las 
pérdidas puntuales que esta actividad ha provocado dentro del PNY debi-
do a que únicamente el Ministerio del Ambiente tiene la potestad y libre 
injerencia sobre el PNY (Entrevista realizada a IY6, 2009).

Por su parte, el Gobierno Municipal de Francisco de Orellana a tra-
vés de la Unidad de Gestión Ambiental y Recursos Naturales, adscrita al 
Departamento del Medio Ambiente, ha suscrito acuerdos de aprovecha-
miento forestal con asociaciones del ramo dirigidos a planes de vivienda 
popular y ebanistería principalmente. Otro de sus proyectos es el plan de 
reforestación en el cantón Francisco de Orellana, destinado a la protección 
de las riberas los ríos Napo, Coca y Payamino, para evitar su erosión y de-
gradación, mediante la siembra de especies forestales de la zona. Un tercer 
proyecto tiene por objetivo la repoblación forestal en las comunidades del 
cantón y el establecimiento de un vivero con el cual se pretende promover 
la siembra de especies forestales en peligro de extinción. 

Cabe señalar que, en gran medida, la aceptación y el éxito de los pro-
yectos propuestos por las instituciones del Gobierno local se han logrado 
gracias a la participación de las juntas parroquiales, permitiéndoles cierta 
legitimidad, reconocimiento local y representatividad socio-política, ante 
la propuesta del Estado. Por otra parte, es evidente que la intervención del 
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Gobierno central en el control de la tala ilegal en el PNY es mínima, de 
ahí su búsqueda de representatividad a través de alianzas estratégicas entre 
sus instituciones y sectores de la sociedad civil de la provincia de Orellana, 
dichas estrategias se resumen en proyectos que ciertamente han permitido 
la participación comunitaria en materia de uso y valoración de los recursos 
naturales, pero por el carácter temporal de los mismos no se puede señalar 
a ciencia cierta si las comunidades han logrado asumir su sustentabilidad 
para luego poder guiar, controlar y evaluar los procesos y acuerdos con las 
instituciones del Estado en un modelo de co-gobernanza.

En definitiva, la contradictoria fluctuación del Gobierno ecuatoriano 
entre la conservación y la extracción de los recursos naturales del PNY no 
es un elemento nuevo, y ha estado sujeta a la injerencia coyuntural de sus 
necesidades políticas y económicas. La superposición de los intereses hasta 
ahora irreconciliables de varios actores en un mismo espacio genera múlti-
ples visiones del Gobierno y de la sociedad sobre la tenencia y el uso de la 
tierra, la cultura, el medio ambiente y el mercado, suscitando un conflicto 
socioambiental envuelto en una colisión sistémica que agravada por la falta 
de decisión política del Estado causa su propia deslegitimación en detri-
mento de la gobernabilidad.

Las organizaciones de la sociedad civil frente al conflicto

Aún cuando la Amazonía ecuatoriana se ha mantenido durante los últimos 
años en la mira de los gobiernos de turno debido a su abundancia de re-
cursos naturales, las necesidades de su población no han sido debidamen-
te atendidas. Las privaciones resultantes de esta omisión han empujado 
a sectores de la sociedad civil a organizarse con la finalidad de encontrar 
soluciones a esta problemática. De ahí la expansión tanto de organiza-
ciones comunitarias como de organizaciones no gubernamentales que se 
han propuesto ganar espacios de participación en temas de reivindicación 
social y económica, medio ambiente y gobernanza, entre otros. 

En la provincia de Orellana convergen varias ONG, destacándose el 
apoyo a la conservación y manejo de la Reserva de Biosfera Yasuní de 



209

Organizaciones sociales y conflictos socioambientales por la tala ilegal

Wildlife Conservation Society (WCS), Solidaridad Internacional (SI) y 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) entre las 
principales. Estas organizaciones han intervenido directa o indirectamente 
en la búsqueda de alternativas que favorecen la protección de los recur-
sos naturales en un intento por mitigar diversos aspectos de los conflictos 
generados por la extracción y comercialización ilegal de madera en la pro-
vincia. Su vinculación con los actores de este escenario es reconocida por 
la comunidad y el Gobierno local debido a su positiva intención por dar 
cumplimiento a las políticas públicas para el control forestal. Otra organi-
zación importante en la región es el Fondo Ecuatoriano Populorum Pro-
gressio (FEPP), que mantiene en forma conjunta con el MAE, el HCPO 
y el GMO proyectos de territorio, educación ambiental y manejo integral 
de las tierras de organizaciones campesinas y comunidades indígenas de la 
provincia (Entrevista realizada a IY6, 2009).

La Federación de Comunas Kichwas Unión de Nativos Amazonía 
Ecuatoriana (FCKUNAE), a través de su Departamento de Territorio y 
Medio Ambiente en la ciudad de Orellana, inscribe su propósito como 
organización en la legalización de tierras indígenas, la delimitación de te-
rritorios para sus comunidades y la participación en la planificación de 
las reservas petroleras del campo Ishpingo-Tambococha-Tiputini (ITT), 
en el Parque Nacional Yasuní, procurando que los territorios indígenas 
tengan verdaderamente el carácter de intangibles. Su dirigencia valora la 
labor realizada por instituciones del Estado y otras ONG en la provincia, 
sin embargo consideran que se necesita más apoyo por parte de éstas como 
contraparte para desarrollar proyectos y jornadas de capacitación que les 
permita tener el control y la responsabilidad total en sus comunidades. 

Con la cooperación de la Organización de la Nacionalidad Waorani del 
Ecuador (NAWE) y de la Asociación de Mujeres Waorani de la Amazonía 
Ecuatoriana (AMWAE), la FECKUNAE está creando consensos para llegar 
a acuerdos que promuevan la coordinación y planificación entre organi-
zaciones. En este sentido, su interés se enfoca en conocer la nueva consti-
tución para diferenciar entre las conceptualizaciones de tierra y territorio, 
procurando capacitarse además en técnicas de medición con GPS, pues la 
información que poseen actualmente no refleja las medidas reales de los 
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territorios en su tenencia. Por otra parte, reconoce que la participación de 
algunos de sus miembros en política partidista durante los últimos años ha 
creado mala reputación para la organización en su conjunto, y no considera 
que el comercializar una pequeña cantidad de madera obtenida de sus cha-
cras sea causa de deforestación en la provincia, ni mucho menos de ilega-
lidad, pero sí un medio de subsistencia (Entrevista realizada a IY7, 2009).

La fundación Solidaridad Internacional tiene a su cargo el Proyecto Bos-
ques, que busca identificar las áreas deforestadas en la provincia de Orellana 
y emprender un proyecto de reforestación en la zona de amortiguamiento 
del PNY. Se reconoce a sí misma como una organización con trascendencia 
en la provincia en tanto a proyectos para la conservación del bosque tropical 
amazónico se refiere. Su trabajo involucra a instituciones como el MAE, 
el HCPO y el GMO, entre otras instancias del Estado, en un proyecto de 
creación de un sistema de control y vigilancia interinstitucional con parti-
cipación comunitaria, tanto indígena como campesina. Impulsa cuarenta 
y cinco planes de manejo forestal comunitario, instaurando un sistema de 
valoración y comercialización alternativa del bosque y sensibilizando a la 
población de la provincia respecto a la importancia del mismo, promovien-
do la descentralización como respuesta a la explotación ilegal de recursos 
forestales y vulnerabilidad socio-económica de la población local.

Las alternativas de generación económica para las comunidades indíge-
nas de la zona son importantes para reducir el problema social de la pobre-
za sin deteriorar la situación medioambiental, es así que algunos miembros 
de estas comunidades, con el apoyo de organizaciones no gubernamen-
tales, han desarrollado un interés por emprender proyectos productivos 
relacionados con el turismo. Una iniciativa concreta la emprendió hace 
casi una década la Fundación Ecuatoriana de Estudios Ecológicos (ECO-
CIENCIA) que propuso a miembros de la comunidad waorani la produc-
ción de artesanías. Hoy es un programa impulsado por la AMWAE que 
tiene como fin mejorar la producción y generar redes de comercio justo, 
para lo cual han establecido un punto de mercadeo en el malecón de la 
ciudad de Orellana con el apoyo del municipio y otras instituciones.

Se evidencia, entonces, un incipiente aunque progresivo acercamiento 
entre las ONG, las instituciones estatales y las comunidades indígenas y 



211

Organizaciones sociales y conflictos socioambientales por la tala ilegal

campesinas de la provincia de Orellana. Las estrategias de cooperación entre 
diferentes actores sociales han servido para llamar la atención sobre el con-
flicto provocado por la tala ilegal en el PNY y para presentar alternativas que 
permitirían tratar la temática forestal desde una perspectiva legal de aprove-
chamiento sustentable de los recursos. Sin embargo esta interacción sigue 
siendo parcial y no siempre permite entrever oportunidades de cambio, ni 
el reconocimiento generalizado de la problemática o solución a la misma, 
pues la toma de decisiones requiere del compromiso político y la gestión 
eficiente del Gobierno, así como de nuevos espacios de participación, más 
equitativos, para todos los actores de la sociedad civil involucrados.

El panorama indígena: entre la ilegalidad y la supervivencia

A partir del auge petrolero y los movimientos de colonización en la Ama-
zonía ecuatoriana los sectores ecologista e indígena optaron por organizar-
se con el fin de denunciar la afectación de las nuevas dinámicas produc-
tivas sobre su cultura y territorio. Siguieron el Movimiento Amazónico 
de 1964, la Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonía 
Ecuatoriana (COFENIAE), la Coordinadora de Organizaciones Indígenas 
de la Cuenca Amazónica (COICA), la Confederación de las Nacionalida-
des Indígenas del Ecuador (CONAIE) y la Organización de las Nacionali-
dades Huao de la Amazonía Ecuatoriana (ONHAE), luego Nacionalidad 
Waorani del Ecuador (NAWE), todas en auge desde la década de 1980. 
Estas organizaciones, entre las más representativas, han buscado históri-
camente un espacio de participación en la política nacional y el reconoci-
miento de un país multicultural y multiétnico, en cuyo marco se desarrolle 
un manejo adecuado de la defensa territorial y de los recursos naturales; de 
la educación intercultural bilingüe y de las estrategias de reconocimiento 
de sus derechos; priorizando la lucha contra la opresión de las autoridades 
civiles y eclesiales en sus inicios, hasta la valoración de la identidad cultural 
de los pueblos indígenas y el rescate de su dignidad, más recientemente.

En la provincia de Orellana, la relación actual entre las comunidades 
indígenas y las organizaciones no gubernamentales apunta hacia su for-
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talecimiento con la finalidad de mejorar el manejo de los recursos de la 
zona, partiendo de la consideración de que los intereses de las comunida-
des indígenas son un elemento importante en la toma de decisiones, tanto 
para el planteamiento como para la ejecución de los proyectos. En este 
sentido, la participación indígena y la reivindicación de sus derechos desde 
sus organizaciones sociales constituyen el marco ideal para la prevención y 
resolución de los conflictos ambientales. 

Las ONG han debido abordar con cautela su vinculación en proyectos 
de protección ambiental en territorios indígenas. Tal es el caso de WCS, 
que promueve el desarrollo de las políticas nacionales de protección y ges-
tión de los recursos biológicos bajo un enfoque de conservación del paisa-
je6, por lo que procura la participación, el consenso y la acción fundamen-
talmente de la comunidad waorani para sustentar el manejo de las zonas de 
influencia del PNY, evitando las dinámicas de integración de carácter asis-
tencialista fomentadas por algunas empresas petroleras y grupos de explo-
tación maderera que son muy difíciles de romper y que han llevado a estos 
pueblos ancestralmente autosuficientes a servirse de aportes pecuniarios y 
vituallas que fomentan la creación de necesidades ajenas a su identidad y la 
pérdida de sus valores atávicos (WCS, 2007: 1-44). 

La interacción de estos pueblos, especialmente de los grupos tagaeri 
y taromenani, que optaron por el aislamiento voluntario en defensa de 
su identidad, de la naturaleza y de la permanencia en sus asentamientos 
(Cabodevilla, 2003: 6-14), ha sido compleja y en más de una ocasión se 
ha visto envuelta en relaciones de violencia con los cohuori, es decir todo 
extranjero o no waorani, como respuesta a los cambios en la región causa-
dos por la intervención foránea e intromisión en su cultura y territorio por 
parte de grupos de madereros que ingresan a la zona fuertemente armados 
creando escenarios de violencia, ante un Estado silencioso, dejando entre-
ver los distanciamientos entre las mismas comunidades indígenas (Cabo-
devilla, 2003; Aguirre, 2003; Rivas, 2003; Chávez, 2003).

6	 La WCS utiliza un enfoque de conservación en función de la identificación de las necesidades del 
hábitat de las especies más representativas de la zona para asegurar su subsistencia, la misma que 
asegura la preservación de todo el paisaje en general.
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Los dirigentes de la NAWE conocen sobre la tala ilegal y expresan su 
preocupación por el ingreso de madereros en territorios waorani, incluyen-
do la Zona Intangible Tagaeri-Taromenane y denuncian la complicidad de 
algunos miembros de la comunidad waorani para la extracción de made-
ra. Algunas personas involucradas en este negocio han sido denunciadas a 
través de diversos medios de comunicación y redes sociales, así como por 
parte de la dirección del PNY al Ministerio del Ambiente y tienen en la fis-
calía varias imputaciones relacionadas con esta actividad (Aguirre, 2007).

La tala ilegal en territorios comunitarios responde a una lógica infor-
mal, no es una tala masiva, sino selectiva, y aunque está restringida por 
medidas coercitivas que procuran erradicarla, el tratar de controlarla de-
finitivamente es un difícil proceso. La reciente propuesta del Estado para 
la protección del territorio y el control de la extracción forestal en el PNY 
a través del Plan de Medidas Cautelares7 se vuelve infructuosa cuando 
subsiste un arraigado y complejo sistema de negociación preestablecido 
entre los madereros y algunos miembros de las comunidades indígenas, 
quienes ven en este negocio la solución a sus necesidades económicas de 
subsistencia en el mundo de la colonización, poniendo en riesgo su exis-
tencia, su territorio, su riqueza natural y aumentando el conflicto con los 
pueblos no contactados. Este sistema se sostiene entre el desconocimiento, 
la ingenuidad, la ignorancia, el desinterés, la ambición, las necesidades, la 
presión, la amenaza, los sobornos y el riesgo de la vida misma. Sumado a 
ello, muchos waorani no perciben la tala como un problema, pues ajenos a 
la intervención histórica en su territorio, se han visto obligados a recibir de 
otros, acostumbrándose a vivir en una abundancia irreal a sus tradiciones 
culturales (Aguirre, 2007). Si después de habitar una zona sienten que los 
recursos ya no son suficientes, buscan otro lugar en donde establecerse, ya 
que el territorio es aún grande para el número de habitantes y ello contri-
buye a que no reparen todavía en las consecuencias.

7	 El 10 de mayo de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos otorgó medidas cau-
telares a favor de los pueblos indígenas tagaeri y taromenani. En el 2008, el Estado implementó 
el Plan de Medidas Cautelares (PMC) y se estableció la estación de monitoreo de la Zona Intan-
gible Tagaeri Taromenani (EMZITT). En el 2011 el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos 
y Cultos asumió las competencias del PMC (Informe Unificado de Cumplimiento de Medidas 
Cautelares MC-91/06, Pueblos Indígenas Tagaeri y Taromenani, Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, 26 de octubre de 2011).
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El tema de la deforestación en la región no ha logrado mayor tras-
cendencia frente al conflicto petrolero. Las comunidades indígenas han 
hecho uso del recurso forestal desde tiempos inmemoriales sin amenazar 
la integridad del bosque; el proceso de concienciación sobre el riesgo de la 
sobreexplotación de este recurso pertenece a una visión foránea y corres-
ponde a una dinámica de sometimiento histórico que se contrapone con 
su posición de resistencia. Por esta razón, desde la cosmovisión de estos 
grupos, no es evidente la existencia de una tala ilegal, menos si sucede en 
tierras de su propiedad. 

La lección sobre el Yasuní

En la Amazonía, los procesos de colonización se convirtieron en causales 
del inicio y desarrollo de la explotación maderera, misma que fue acentua-
da por la actividad hidrocarburífera como eje prioritario de una política 
económica ecuatoriana caracterizada por procesos extractivos que restaron 
importancia al impacto ambiental, provocando importantes focos de con-
taminación y pérdida forestal, a la par que alteraron las condiciones de vida 
de las comunidades indígenas de la zona. La contemplación de los temas 
ambientales en el marco jurídico ecuatoriano es reciente, y sólo a partir de 
la Cumbre de Río de Janeiro de 1992 el Estado se preocupó por reflejar 
una imagen internacional acorde con el cuidado del medio ambiente, y en 
ese mismo año creó el Instituto Ecuatoriano Forestal y de Áreas Naturales 
y de Vida Silvestre (INEFAN).

La Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre8 
regula el aprovechamiento de recursos naturales dentro de parques nacio-
nales y áreas protegidas, sin embargo, circunstancias como la escasez de 
fuentes de trabajo en la provincia de Orellana, la poca fertilidad del suelo 
y el desconocimiento generalizado de nuevos medios de producción han 
presionado la legitimación de la extracción controlada de madera como ac-
tividad económica permanente en las zonas consideradas menos vulnera-

8	 Ley 74, R.O. #64 del 24 de agosto de 1981. Codificación #17, R.O.S. #418 del 10 de septiembre 
de 2004.
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bles, propiciando también, por omisión o conveniencia de los organismos 
reguladores, la tala ilegal de especies maderables protegidas al interior del 
parque, justificando implícitamente su inacción al inferir en esta actividad 
una alternativa viable para la generación de empleo y fuentes de ingreso, 
en una coyuntura que admite también la participación de sectores de la 
población indígena y su irrupción en el sistema capitalista.

La legislación ambiental vigente está supeditada en gran medida a los 
estándares, instrumentos y patrones internacionales, y ha evolucionado 
adaptándose a las exigencias políticas imperantes, más no sociales, sin con-
siderar la realidad local ni los medios y recursos para su ejecución, hacién-
dola de difícil aplicación. Sumado a ello, las acciones estatales contradicen 
el espíritu de este cuerpo legal, pues fomentan la actividad petrolera en el 
PNY9, responsable de la deforestación de extensas zonas de prospección, 
extracción y transporte de hidrocarburos. Ni el decreto de creación de la 
Zona Intangible (1999), ni la Política Nacional de los Pueblos en Situación 
de Aislamiento Voluntario (2007) han tenido el suficiente apoyo estatal o 
el reconocimiento general de todos los actores sociales, al amparo de una 
gobernanza efectiva, que permita detener la extracción de recursos natura-
les al interior del parque.

En el año 2007, el Gobierno anunció ante la Asamblea General de las 
Naciones Unidas la iniciativa Yasuní-ITT, que propone dejar en el subsue-
lo la importante reserva petrolera del campo Ishpingo-Tambocoha-Tipu-
tini10 en el PNY, con la finalidad de reducir las emisiones de carbono a la 
atmósfera, no afectar su biodiversidad y respetar los derechos de sus comu-
nidades nativas. A cambio, la comunidad internacional debería compensar 
al país con una contribución de 3 600 millones de dólares, consistente 
en al menos la mitad de los recursos que el Ecuador dejaría de percibir si 
optara por la explotación de este campo. La concreción de esta iniciativa 
así como el cumplimiento de los convenios internacionales en derecho 

9	 El Estado ecuatoriano considera a la producción petrolera como un sector estratégico de la econo-
mía del país y prioriza su expansión, pudiendo desarrollarse de ser necesario en las áreas protegi-
das, confrontando los intereses de diferentes actores de la sociedad civil en distintos ámbitos de lo 
público y lo privado.

10	 Se estima una reserva de 846 millones de barriles en este campo, equivalentes al 20% de las reser-
vas nacionales.
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civil y ambiental pondrán a prueba la intención del Gobierno ecuatoriano 
de reconocer, desde la esfera de la ética y del respeto, la diversidad de los 
pueblos, la interculturalidad nacional, la armonía con la naturaleza y la 
potestad territorial como elementos del sumak kawsay.

El Ministerio del Ambiente por mandato legal11 es la única institución 
gubernamental reguladora de los recursos forestales destinados al suminis-
tro de la industria maderera, consolidando una hegemonía centralista en 
asuntos que deben involucrar la participación de todas las instancias de la 
sociedad civil cuyos intereses concurran en este tema. Sin un sistema polí-
tico que permita las interacciones adecuadas entre los actores sociales para 
construir un modelo de gobernanza que minimice las situaciones de con-
flicto, se entroniza la debilidad institucional de los organismos del Estado 
habilitados para legislar y ejecutar la normativa ambiental en el PNY, lo 
que a su vez ha obligado a algunos sectores de la sociedad civil a arrogarse 
esta función, con un éxito parcial, en un intento de paliar el vacío insti-
tucional creado. Es así como algunas organizaciones no gubernamentales 
intentan establecer un efectivo sistema de manejo forestal en la provincia 
de Orellana, pero sin contar con las herramientas legítimas de poder que 
sólo corresponden al Estado, operando en un ámbito de acciones tempo-
rales cuyo impacto aún no termina de convencer.

 Con el establecimiento de los límites del Parque Nacional Yasuní, par-
te del territorio ancestral de las comunidades indígenas de la zona quedó 
sujeto a la legislación dictada por los organismos del Gobierno central, 
limitando los usos y costumbres de los ocupantes de este hábitat, abocados 
a una competencia desigual por el acceso a los recursos naturales, algunas 
veces marcada por actos de violencia y las secuelas de la contaminación de 
la tierra y del agua, ahondando el conflicto. Los pueblos no contactados 
están peligrosamente expuestos a la desaparición, en una zona totalmente 
visible antes que intangible, ante las incursiones en su territorio de colonos 
y madereros furtivos.

11	 Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre Codificada, 2004.
	 Art. 5, literal b) velar por la conservación y el aprovechamiento racional de los recursos forestales 

y naturales existentes.
	 Art. 43.- El Ministerio del Ambiente supervigilará todas las etapas primarias de producción, te-

nencia, aprovechamiento y comercialización de materias primas forestales.
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Otros sectores de las comunidades indígenas waorani, shuar y kichwa, 
así como del mestizaje urbano y campesino de la provincia evidencian esca-
sa claridad política y organizativa12, con pérdida de la propia cosmovisión, 
atrapados en procesos de aculturación autoimpuestos ante la arremetida de 
un modelo neoliberal de producción y consumo, quedando deslegitimada 
su participación en los procesos reivindicativos impulsados por organiza-
ciones sociales mejor estructuradas dirigidos a obtener respuesta apropia-
da a las necesidades del conglomerado por parte del Estado, afectando 
además el desarrollo de la construcción participativa de la gobernanza, a 
falta de una sociedad civil en la que converjan voluntaria e independiente-
mente diversas asociaciones civiles y movimientos sociales que sostengan 
la compleja y dinámica interacción social con el Estado y el mercado, que 
asegure los espacios de participación en los procesos de toma de decisión 
en los ámbitos político y económico (Peruzzotti, 2002; Kooiman, 2004; 
Fontaine, 2007).

El conflicto ambiental en el Parque Nacional Yasuní fluctúa entre los 
intereses de mercado y de conservación; el Yasuní es lugar de diversidad 
étnica, de invaluables recursos naturales, de importantes tradiciones cultu-
rales y de irrefutables derechos ancestrales. Por otra parte, el Yasuní tam-
bién es un espacio sometido al neocolonialismo, a un modelo extractivista 
de producción en el cual empresas transnacionales fungen roles de poder 
que por su carácter excluyente generan rupturas socio/culturales y político/
económicas dentro de las comunidades indígenas, ya de por si fragmen-
tadas por la invasión de la modernidad. En esta complejidad estructural 
se impone la necesidad de erigir una gobernanza que permita al Estado 
realizar una gestión participativa de los recursos naturales en coordinación 
con la sociedad civil y que regule las interacciones entre los diversos actores 
sociales, superando las contradicciones entre el Estado, el mercado y la 
sociedad civil. 

12	 En la Amazonía la propuesta organizativa de la sociedad ha estado dominada por los intereses 
petroleros, lo que ha establecido dinámicas de interrelación clientelar y de asistencialismo para 
con algunas comunidades indígenas que ceden sus derechos sobre los recursos naturales a cambio 
de medios de vida ajenos a su tradición cultural.
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